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1.         Norma acusada
LEY 1335 DE 2009
(julio 21)
Disposiciones por medio de las cuales se previenen daños a la salud de los menores de edad, la población no fumadora y se estipulan políticas públicas para la prevención del consumo del tabaco y el abandono de la dependencia del tabaco del fumador y sus derivados en la población colombiana
 
ARTÍCULO 14. CONTENIDO EN LOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN DIRIGIDOS AL PÚBLICO EN GENERAL. Ninguna persona natural o jurídica, de hecho o de derecho podrá promocionar productos de tabaco en radio, televisión, cine, medios escritos como boletines, periódicos, revistas o cualquier documento de difusión masiva, producciones teatrales u otras funciones e n vivo, funciones musicales en vivo o grabadas, video o filmes comerciales, discos compactos, discos de video digital o medios similares.
PARÁGRAFO. Los operadores de cable, los operadores satelitales y los operadores de televisión comunitaria que estén debidamente autorizados por la Comisión Nacional de Televisión, a través de licencia, no permitirán la emisión en Colombia de comerciales o publicidad de tabaco producida en el exterior.
Las sanciones serán las mismas previstas en la presente ley.
ARTÍCULO 15. PUBLICIDAD EN VALLAS Y SIMILARES. Se prohíbe a toda persona natural o jurídica la fijación de vallas, pancartas, murales, afiches, carteles o similares móviles o fijos relacionados con la promoción del tabaco y sus derivados. 
CAPITULO IV.
DISPOSICIONES PARA PROHIBIR LAS ACCIONES DE PROMOCIÓN Y PATROCINIO DE TABACO Y SUS DERIVADOS.
ARTÍCULO 16. PROMOCIÓN. Prohíbase toda forma de promoción de productos de tabaco y sus derivados.
ARTÍCULO 17. PROHIBICIÓN DEL PATROCINIO. Prohíbase el patrocinio de eventos deportivos y culturales por parte de las empresas productoras, importadoras o comercializadoras de productos de tabaco a nombre de sus corporaciones, fundaciones o cualquiera de sus marcas, cuando este patrocinio implique la promoción, directa o indirecta del consumo de productos de tabaco y sus derivados.
2.         Decisión
Declarar EXEQUIBLES, por los cargos analizados, los artículos 14, 15, 16 y 17 de la Ley 1335 de 2009, “Disposiciones por medio de las cuales se previenen daños a la salud de los menores de edad, la población no fumadora y se estipulan políticas públicas para la prevención del consumo del tabaco y el abandono de la dependencia del tabaco del fumador y sus derivados en la población colombiana”.
 
3.         Fundamentos de decisión
Las normas demandadas de la Ley 1335 de 2009, prohíben de manera general, toda forma de promoción de productos del tabaco en todos los medios de comunicación masiva, incluida la publicidad transfonteriza que use la televisión como medio de difusión. El concepto de promoción se refiere al “conjunto de actividades cuyo objetivo es dar a conocer algo o incrementar sus ventas”, de lo que se infiere que el concepto cobija las distintas modalidades de mensaje publicitario, acorde con el cumplimiento de los compromisos internacionales del Estado colombiano en materia de control de tabaco y sus derivados, en los términos descritos en el Convenio Marco para el Control del Tabaco.
De igual modo, tales disposiciones prohíben el patrocinio directo o indirecto de eventos culturales y deportivos por parte de las empresas vinculadas en la producción, comercialización o importación de productos de tabaco, en los casos en que ese patrocinio implique la promoción directa o indirecta del consumo de productos de tabaco y sus derivados.  
La Corte resaltó que estas medidas se inscriben en el campo de la intervención del Estado en la economía, al imponer prohibiciones a conductas dirigidas a la promoción para el consumo de un grupo de bienes determinados, sin que tengan el alcance de afectar la fabricación de tales productos, ni la posibilidad que los mismos sean puestos a disposición de los consumidores. Por ende, no puede concluirse que la medida de prohibición de la publicidad de productos de tabaco y el patrocinio de eventos culturales y deportivos por las empresas tabacaleras afecte per se la libertad de empresa. A juicio de la Corte, la medida de prohibición total responde a un motivo adecuado y suficiente que justifica tal limitación. En efecto, existe un consenso global acerca de las graves consecuencias que el consumo de tabaco conlleva para la salud de las personas, tanto consumidores como fumadores pasivos, al igual que para el medio ambiente. Ese consenso   ha servido de base para que instrumentos internacionales como la CMCT fijen obligaciones a los Estados tendientes a controlar y desincentivar el consumo de tabaco. Indicó que es un asunto suficientemente documentado que la publicidad, promoción y patrocinio del tabaco aumentan el consumo de éste y que las prohibiciones totales de esta promoción disminuyen su consumo. 
A su vez, la prohibición de la publicidad y promoción de productos de tabaco y la limitación intensa del patrocinio por parte de las empresas que lo producen es expresión del principio de solidaridad, en lo que tiene que ver con la conservación de la salud pública y el medio ambiente. Todos esos objetivos no solo son compatibles con la Carta Política, sino que configuran verdaderas obligaciones estatales, pues preceden a la eficacia de los derechos fundamentales de los asociados, como la vida, la salud y la integridad física, junto con otras garantías de índole colectiva. Al mismo tiempo, no existe un mandato en la Constitución que impida que el Estado prohíba la publicidad de determinado producto. Por el contrario, las libertades económicas, que engloban las actividades de producción y comercialización de bienes y servicios, deben ejercerse dentro de los límites del bien común y la ley puede delimitar su alcance cuando así lo exijan el interés general y el ambiente (art. 333 C.P.). La adecuación de la medida con el fin propuesto se corrobora, con base en la interpretación de las normas internacionales aplicables a la materia, las cuales sostienen que la manera eficaz de lograr desincentivar el consumo del tabaco es la prohibición integral de su publicidad. Para la Corte, concurre entonces, una relación objetiva, verificable, plausible  entre medios y fines, aplicando un juicio leve de proporcionalidad por tratarse de medidas de intervención del Estado en la economía, sin que sea necesario que se demuestre a partir de los datos fácticos, que el objetivo es cumplido. 
Finalmente, no puede considerarse a estas medidas como paternalistas, ya que no se oponen a que las personas mayores de edad adquieran y consuman tabaco, ni les impone barreras o condiciones para el acceso a estos productos. Del mismo modo, no puede colegirse que se haya afectado el discurso comercial en su vertiente informativa, por el hecho de la prohibición total de la publicidad y promoción. Por el contrario, existe una decidida voluntad del legislador de extremar las medidas para que el potencial consumidor de tabaco esté debidamente informado sobre las calidades del producto y en especial, las consecuencias de su adquisición y su uso. Tampoco la medida resulta desproporcionada por el hecho de circunscribirse a un grupo de productos en particular y no extenderse a otros, como los alimentos que involucran daño cardiovascular o las bebidas alcohólicas. A este respecto, se recordó que las medidas de intervención del Estado hacen parte del amplio margen de configuración legislativa, por lo que corresponde al Congreso decidir en qué campos y bajo qué materias se dirige dicha intervención. En el caso particular, el legislador fundó su decisión en la necesidad de cumplir con las obligaciones asumidas por el Estado en virtud del Convenio Marco para el Control del Tabaco. En consecuencia, los artículos 14, 15, 16 y 17 de la Ley 1335 de 2009 fueron declarados exequibles, por los cargos analizados. 
